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El recurso de apelación se interpondrá, en la misma audiencia de 
fallo, posterior a su lectura, o dentro de los tres días hábiles siguientes 
contados	a	partir	de	su	notificación.

Vencido el término anterior el disciplinado, cuenta con cinco (5) 
días hábiles para sustentar el recurso de apelación.

Si vencido el término, el disciplinado no sustentare el recurso 
interpuesto,	se	declarará	desierto	y	quedará	en	firme	el	fallo	proferido	
por la Sala Disciplinaria.

Sustentado el recurso de apelación, dentro del término previsto, la 
sala disciplinaria, pondrá a disposición de la Sala de Apelación para 
el trámite correspondiente.

Artículo 20. Sanciones. Las sanciones aplicables a las infracciones 
a	 las	normas	 antidopaje	 serán	 las	definidas	 en	 el	Código	Mundial	
Antidopaje.

Artículo 21. Plazo de Prescripción. La acción disciplinaria contra 
un deportista o contra otra persona por una infracción de una norma 
antidopaje prescribe a los 10 (diez) años de cometida la infracción.

Artículo 22. Vigencias y Derogatorias. La presente ley rige a 
partir de su publicación, y deroga los artículos 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 
15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 
34, 35, 36, 37, 38, 39, 40 de la Ley 845 del 2003; el literal e) del 
artículo 11 de la ley 49 de 1993; y los artículos 2.12.3.4, 2.12.5.2, 
2.12.5.3 y 2.12.5.5 del Decreto 1085 de 2015.

El Presidente del Honorable Senado de la República,

Arturo Char Chaljub.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

Germán Alcides Blanco Álvarez.

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,

José Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL.

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 3 marzo de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Wilson Ruiz Orejuela.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.

La Ministra de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

Karen Cecilia Abudinen Abuchaibe.

El Ministro del Deporte,

Ernesto Lucena Barrero.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto decidir la 
pérdida de vigencia integral de un grupo de cuerpos normativos de 
carácter general y abstracto de rango legal, afectados por diversos 
fenómenos jurídicos de pérdida de vigencia, y derogar, expresa e 
integralmente, otro grupo de cuerpos normativos, de carácter general y 
abstracto	de	rango	legal,	identificados	como	depurables	por	las	oficinas	
y dependencias jurídicas de los sectores de la Administración Pública 
Nacional, así como fomentar la cultura de la legalidad.

Lo	anterior	con	la	finalidad	de	fortalecer	el	principio	constitucional	
de seguridad jurídica.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos de la presente ley, téngase en 
cuenta	las	siguientes	definiciones:

• Depuración normativa. Instrumento que permitirá decidir la 
pérdida de vigencia y derogación de grupos de cuerpos norma-
tivos de conformidad con los criterios de obsolescencia, contra-
vención al régimen constitucional actual, derogatoria orgánica, 
cumplimiento del objeto de la norma, vigencia temporal y no 
adopción como legislación permanente.

En	ejercicio	de	su	respectiva	competencia,	la	figura	de	la	depuración	
normativa podrá ser utilizada por las Asambleas Departamen-

tales, el Concejo del Distrito Capital, los Concejos Distritales y 
Municipales, y demás autoridades competentes.

• Obsolescencia. Ocurre cuando las normas, a la luz de la reali-
dad social, económica, cultural, política, e histórica actual resul-
tan inadecuadas. 

• Contravención al régimen constitucional actual. Correspon-
de a aquellas normas que resultan contrarias a las disposiciones 
constitucionales actuales, o que regulan instituciones que ya no 
existen.

• Derogatoria orgánica. Ocurre cuando se ha expedido una nue-
va norma que regula íntegramente la materia que trataban otras 
normas.

• Cumplimiento del objeto de la norma. Sucede frente a las 
normas	que	alcanzaron	 la	finalidad	para	 la	 cual	nacieron	a	 la	
vida jurídica.

• Vigencia temporal. Sucede cuando el periodo de vigencia que 
se ha establecido en las normas se cumplió.

• No adopción como legislación permanente. Ocurre respecto 
de las normas expedidas durante los estados de excepción que 
no fueron adoptadas como legislación permanente.

Artículo 3°. Derogación expresa de normas de rango legal. Por 
obsolescencia e incompatibilidad con el régimen constitucional vigente, 
derógase el siguiente grupo de cuerpos normativos:
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por medio de la cual se adopta la figura de la Depuración Normativa, se decide la pérdida de vigencia  
y se derogan expresamente normas de rango legal.
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Por obsolescencia:
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Artículo 4°. Intangibilidad de los efectos jurídicos causados. La 
derogatoria	expresa	del	grupo	de	cuerpos	normativos	a	que	se	refiere	
el	 artículo	 anterior,	 no	 afecta	 ni	 modifica	 las	 situaciones	 jurídicas	
concretas, ni los derechos adquiridos que se hayan consolidado durante 
cada uno de los períodos de vigencia individual, ni las decisiones 
judiciales ejecutoriadas que se hayan dictado con fundamento en dichos 
cuerpos normativos.

Artículo 5°. Pérdida de vigencia por decaimiento de normas 
expedidas con fundamento directo y necesario en los cuerpos normativos 
depurados por la presente ley. Los Jefes o Directores Jurídicos de las 
entidades estatales determinarán las normas administrativas, de carácter 
general y abstracto del sector correspondiente, respecto de las cuales 
hubiera operado la pérdida de fuerza ejecutoria por decaimiento de sus 
fundamentos jurídicos, como resultado de la depuración efectuada en 
esta ley.

Una vez determinado el conjunto de normas, las autoridades 
competentes procederán a dejarlas sin efectos mediante otras normas 
del mismo rango jerárquico.

Artículo 6°. Cultura de la legalidad. Entiéndase por cultura 
de la legalidad el conjunto compartido del pensamiento sobre la 
responsabilidad individual que propende por el fortalecimiento del 
Estado. Para garantizar una convivencia que proteja sus derechos.

Parágrafo 1°. En las facultades de derecho se debe inculcar e inspirar 
el pensamiento de la cultura de legalidad, para crear y profundizar en 
la comunidad la conciencia del cumplimiento de las normas jurídicas, 
como parámetros de conducta en el marco del respeto a la dignidad 
humana, la libertad y la igualdad.

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional dispondrá de los recursos 
humanos, físicos, y tecnológicos a su alcance para difundir el contenido 
y los propósitos de la presente ley, promoviendo la enseñanza de la 
cultura de la legalidad.

Artículo 7°. Articulación y actualización del Sistema Único de 
Información Normativa (SUIN) Juriscol. Sin perjuicio de la actividad 
permanente de revisión y actualización del ordenamiento jurídico, 
el Ministerio de Justicia y del Derecho publicará en su página web, 
a más tardar el 20 de julio de cada año, el listado de las normas de 
carácter general y abstracto de rango legal que se encuentren derogadas 
expresamente y/o que hayan sido declaradas inconstitucionales o nulas; 
al igual que el listado de las normas constitucionales y legales que 
no hayan sido reglamentadas a pesar de existir un deber expreso de 
reglamentación.

Para	el	cumplimiento	de	este	fin,	la	Imprenta	Nacional	de	Colombia,	
y las demás entidades públicas competentes remitirán, sin costo y en 
la forma que determine el Ministerio de Justicia y del Derecho, la 
información relativa a las normas de carácter general y abstracto.

El Ministerio de Justicia y del Derecho, con la asistencia técnica del 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 
en el término improrrogable de 2 años, a partir de la vigencia de la 
presente ley, articulará acciones con todas las entidades públicas del 
territorio nacional que expidan normas de carácter general y abstracto, 
con	el	fin	de	actualizar	el	sistema	único	de	información	normativa	con	
aquellas expedidas por las entidades en el ejercicio de sus respectivas 
funciones.
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Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige desde la fecha de su 
promulgación.

El Presidente del Honorable Senado de la República,

Arturo Char Chaljub.

El Secretario General del Honorable Senado de la Republica,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

Germán Alcides Blanco Álvarez.

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL.

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 3 de marzo de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Ministro del Interior,

Daniel Andrés Palacios Martínez.

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Wilson Ruiz Orejuela.

La Ministra de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

Karen Cecilia Abudinen Abuchaibe.

Presidencia de la rePública

Directivas	Presidenciales

DIRECTIVA PRESIDENCIAL NÚMERO 01 DE 2021

(marzo 3)

PARA: ENTIDADES DE LA RAMA EJECUTIVA DEL ORDEN 
NACIONAL EN EL NIVEL CENTRAL Y DESCENTRALIZADO 
EXCEPTUADAS DE LA APLICACIÓN DEL ESTATUTO 
GENERAL DE CONTRATACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA

DE: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
ASUNTO: OBSERVANCIA DE PRINCIPIOS RECTORES DE LA 

CONTRATACIÓN ESTATAL Y APLICACIÓN DE LOS 
INSTRUMENTOS ELABORADOS POR LA AGENCIA 
NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA-COLOMBIA 
COMPRA EFICIENTE-

FECHA: 3 de marzo de 2021

Con	 la	 finalidad	 de	 garantizar	 los	 principios	 que	 rigen	 la	 función	 administrativa,	
la	 gestión	 fiscal	 y	 la	 contratación	 pública,	 se	 instruye	 a	 todas	 las	 entidades	 estatales	
destinatarias de la presente Directiva, con independencia de su régimen jurídico, a 
aplicar los instrumentos contractuales expedidos o celebrados por la Agencia Nacional 
de	Contratación	Pública	-Colombia	Compra	Eficiente-,	en	desarrollo	de	las	competencias	
otorgadas por el Decreto  Ley 4170 de 2011 y la Ley 1150 de 2007, relacionadas con 
la atribución de diseñar, organizar y celebrar los acuerdos marco de precios y otros 
instrumentos de agregación de demanda. Además, los documentos tipo, de acuerdo con la 
función asignada por la Ley 2022 de 2020.

De acuerdo con el marco legal, estos mecanismos sólo son obligatorios para las 
entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, sin 
embargo, debido a los efectos positivos observados en su utilización y la garantía efectiva 
de los principios indicados, se exhorta a las entidades exceptuadas de la aplicación de 
este Estatuto para que, como buena práctica contractual, adopten los documentos tipo, 
los acuerdos marco de precios y los demás instrumentos de agregación de demanda en su 
actividad contractual, incluso cuando se contrate a través de patrimonios autónomos, toda 
vez que mediante convenio o contrato también podrá imponerse la obligación de respetar 
los documentos y pliegos tipo.

Por	ello,	desde	la	etapa	de	planeación	las	entidades	deberán	verificar	la	existencia	de	
estas	herramientas,	con	el	fin	de	utilizarlas,	teniendo	la	carga	argumentativa	de	explicar	
en los estudios previos aquellas circunstancias en las que pretendan, excepcionalmente 
abstenerse de darles debida aplicación. Lo anterior, tiene su fundamento en que su 
implementación	 propiciará	 una	 mayor	 eficiencia	 y	 eficacia	 en	 el	 uso	 de	 los	 recursos	
públicos y una mayor transparencia en la contratación pública, máxime cuando el 45% de 

las órdenes de compra que se ejecutan a través de la Tienda Virtual del Estado Colombiano 
administrada	 por	 la	Agencia	 de	 Contratación	 Pública	 -Colombia	 Compra	 Eficiente-	 se	
están transando por entidades no sometidas a las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, o bien 
por entidades que aún no tienen la obligación de hacerlo, independientemente de que se 
rijan por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. Los contratos 
estatales	 son	 instrumentos	 jurídicos	 empleados	 para	 facilitar	 la	 continua	 y	 eficiente	
prestación de los servicios públicos a cargo del Estado y para hacer efectivos los derechos 
y deberes de los ciudadanos. Los contratos que celebren las entidades públicas están 
orientados a satisfacer el interés general en la medida en que con su adecuada ejecución se 
solventan las necesidades de la población. En ese orden de ideas, los contratistas colaboran 
con	el	logro	de	los	fines	estatales,	cumpliendo	una	función	social.

En efecto, la contratación estatal debe contribuir a repotenciar y reactivar la economía, 
ofrecer mercados competitivos y justos y cerrar brechas; en consecuencia, cuando las 
autoridades adelanten procesos en la modalidad de contratación directa mediante contratos 
de	fiducia	mercantil	(patrimonios	autónomos),	contratos	o	convenios	interadministrativos,	
están en la obligación de acatar estrictamente los siguientes deberes que a continuación se 
enlistan a título enunciativo:

1.	 Justificar	amplia	y	suficientemente	la	escogencia	de	la	modalidad	de	selección;
2. Garantizar el estricto cumplimiento del principio de planeación con la elaboración 

previa de los estudios y análisis técnicos, completos y comprensivos. Adicional-
mente,	verificar	que	el	objeto	y	las	obligaciones	contractuales	sí	se	ajusten	a	las	
actividades, productos e indicadores establecidos en los proyectos de inversión;

3. Garantizar siempre, y en todo caso, la escogencia objetiva del contratista idóneo 
que ofrezca la oferta más favorable para los intereses de la Entidad Estatal;

4. Adelantar acciones concretas y determinantes que permitan prevenir la corrup-
ción y garantizar la transparencia en la selección y en la ejecución contractual y 
presupuesta!;

5. Las entidades estatales, con independencia de su régimen jurídico, deben tener 
en cuenta que los supuestos de hecho para la celebración de contratos interad-
ministrativos son taxativos, de interpretación restrictiva y de carácter subsidiario 
a los mecanismos de selección de carácter competitivo. En consecuencia, deben 
asegurar que en la celebración de convenios o contratos interadministrativos las 
obligaciones derivadas de los mismos tengan relación directa con el objeto de la 
entidad ejecutora, según lo señalado en la ley, o en sus reglamentos, y que esta 
cuente con la capacidad para ejecutar el objeto contractual, evitando así procesos 
de subcontratación que eludan los principios y los procedimientos de selección 
establecidos en el Estatuto General de Contratación Pública;

6.	 En	los	contratos	de	fiducia	mercantil,	se	exigirá	a	 la	sociedad	fiduciaria,	entre	
otros, cumplir con lo siguiente:

- Administrar adecuadamente los recursos que integran el patrimonio autónomo;

-	 Efectuar	en	debida	forma	los	pagos	ordenados	por	el	fideicomitente	aprobados	
por el interventor y/o supervisor del contrato estatal y exclusivamente con base 
en lo establecido en el plan de utilización o de inversión del anticipo, cuando a 
ello haya lugar;

- Reembolsar a la Entidad Estatal los recursos entregados por concepto de antici-
po,	así	como	sus	remanentes,	cuando	esta	notifique	a	la	fiduciaria	el	acto	admi-
nistrativo debidamente ejecutoriado, o documento equivalente, donde se declare 
la terminación unilateral o anticipada del contrato estatal, la caducidad adminis-
trativa o la nulidad del contrato estatal;

-	 No	delegar	en	persona	natural	o	jurídica	(en	particular	en	otra	sociedad	fiducia-
ria), sus deberes y obligaciones;

- Proteger y defender los bienes que le hayan sido entregados por concepto de 
anticipo	contra	cualquier	acto	de	terceros	o	del	fideicomitente;

- Cumplir las obligaciones previstas en el artículo 1234 del Código de Comercio;

- Llevar la contabilidad separada del patrimonio autónomo de conformidad con las 
disposiciones legales que regulan la materia;

-	 Informar	mensualmente	al	fideicomitente	y	a	la	Entidad	Estatal	la	situación	fi-
nanciera o estado de cuenta de los recursos del patrimonio autónomo, para lo 
cual, dentro de los quince (15) primeros días de cada mes, deberá presentar una 
relación detallada de los recursos del patrimonio autónomo que son administra-
dos	de	acuerdo	con	 la	finalidad	de	este	contrato,	 las	 inversiones	realizadas,	el	
saldo por capital y los rendimientos con corte al último día del ejercicio anterior, 
los giros, y/o traslados realizados;

-	 Registrar	contablemente	los	rendimientos	financieros	como	parte	del	patrimonio	
autónomo, cuando la ley así lo determine, y para los demás casos los órganos que 
conforman el Presupuesto General de la Nación deben reintegrar a la Dirección 
General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público los recursos de la Nación, y a sus tesorerías cuando correspondan 
a recursos propios, que no estén amparando compromisos u obligaciones, y que 
correspondan	a	apropiaciones	presupuestales	de	vigencias	fiscales	anteriores,	in-
cluidos	sus	rendimientos	financieros.

3 de marzo de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
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